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Este artículo fue elaborado sobre la base de los aportes de Rodrigo Soares, Joana Naritomi, 
Regina Madalozzo y Matthew Taylor, presentados en el seminario «Confronting Crime And 
Violence In Latín America: Crafting A Public Policy Agenda», realizado los días 2 y 3 de 
julio de 2007 en The Taubman Center For State and Local Government de John E Kennedy 
School of Government, Harvard University. 



1. Violencia urbana en América Latina 

rLn las últimas dos décadas la violencia urbana fue continuamente identificada 
como uno de los principales problemas públicos en los países de América Lati- 
na. Los resultados Latinobarómetro de 2006 muestran que este es el segundo 
problema más importante en la región y el primero en países como Argentina, 
El Salvador y Venezuela. Según datos recopilados por Buvinic et al. (2000), AL 
presenta tasas de homicidio que son más que el doble de la media mundial: 22,9 
por 100 mil habitantes contra una media mundial de 10,7. Con excepción del 
África Subsahariana (que presenta una tasa de 40,1 por 100 mil habitantes), nin- 
guna otra región del mundo tiene una tasa de homicidio arriba de 9 por 100 mil 
habitantes. Considerando el conjunto de los 73 países para los cuales hay datos 
disponibles sobre mortalidad, podemos afirmar que la ocurrencia de muertes 
violentas en la región es aproximadamente 200% más alta que en Estados Uni- 
dos, 450 % más alta que en Europa occidental y 30% más alta que en los países 
del bloque comunista. Los datos indican que el período crítico de aumento de 
la violencia en la región ocurrió a lo largo de la décadas de 1980 y 1990, aunque 
existan diferencias importantes entre los países en cuanto al momento en que el 
problema emerge. En Brasil, la tasa de homicidios aumentó 70% a lo largo de la 
década de 1980 y continuó creciendo en la década de 1990 (aproximadamente 
un 30%). Característica que Brasil comparte con México y Venezuela. Colom- 
bia, por su parte, inicia la década de 1980 como el país más violento de la región 
y en la última década ha mostrado tasas de crecimiento de homicidio. 

Los datos de las ciudades y regiones metropolitanas indican que en el in- 
terior de los países existen diferencias importantes y que el problema está con- 
centrado, sobre todo, en las áreas urbanas. En Brasil, Río de Janeiro comienza la 
década de 1980 con una tasa de homicidios que es casi dos veces la tasa nacional, 
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siendo que las demás regiones metropolitanas alcanzaron este nivel aproxima- 
damente diez años después, en el inicio de la década de 1990. En la década 
actual, la capital brasileña más violenta es Recife. Además de la capital, el esta- 
do de Pernambuco tiene actualmente algunas de las ciudades más violentas de 
Brasil y de la región, como Olinda. 

Estimaciones del final de la década de 1990 indican que los países de Amé- 
rica Latina desembolsan entre 0,3% y 5% del PIB en tratamientos médicos, 
resultantes de la violencia, y gastan entre 2% y 9% del PIB en el sistema judi- 
cial y policial. Los efectos de la violencia y del crimen no se limitan a los gastos 
directos: hay una serie de efectos indirectos cuya contabilidad es más difícil. El 
turismo, por ejemplo, es una actividad económica importante en muchos países 
de América Latina que es fácilmente afectada por los movimientos de la crimi- 
nalidad. Las estadísticas de entrada de turistas muestran que el aumento de la 
criminalidad en la década de 1980 en Brasil fue coincidente con la reducción 
del número de entradas de turistas extranjeros, sobre todo a partir de 1986. En 
la literatura económica sobre el crimen encontramos todavía evidencias de que 
el aumento de la criminalidad incide directamente sobre el precio de la tierra, la 
migración y los desplazamientos populares y comerciales interurbanos. 

Aunque exista un movimiento común en los países de la región en el senti- 
do del aumento de las tasas de homicidio a lo largo de las últimas tres décadas, 
en algunos pocos países y en un número mayor de ciudades, estados y pro- 
vincias ya es posible hablar de una tendencia de caída en esas tasas a partir de 
mediados de la década de 1990. En la ciudad colombiana de Cali, por ejemplo, 
entre 1983 y 1994 la tasa de homicidio pasó de 23 a 124 por 100 mil habitantes, 
un aumento de 540% en 11 años. Para que se tenga una base de comparación, 
en Brasil, solo Río de Janeiro acompañaba ese proceso de escalada de la tasa 
de homicidios. Entre 1984 y 1994, la tasa de homicidios pasó de 31,8 a 64,9, 
un aumento de 104%, y ciudades como Olinda y Recife solamente alcanzaron 
este nivel de violencia (con tasas de más 60 por 100 mil habitantes) al final de 
la década de 1990. A partir de 1994, mientras tanto, las tasas de homicidio en 
la ciudad de Cali cayeron sistemáticamente. En 1995 cayó hasta 112, en 1996 
hasta 102 y en 1997 hasta 86,1. En una ciudad con casi 2 millones de habitantes 
(Cali tenía en 1997 1.985.000 habitantes), esa reducción significó más de 750 
vidas salvadas en promedio por año. 

En el caso del estado de Sao Paulo, la tasa de homicidios cayó a la mitad en 
los seis primeros años de la década actual. El valor más alto (35,71) fue alcanza- 
do en el año 1999, después de un crecimiento ininterrumpido desde el inicio de 
la década de 1980, y desde entonces ha declinado continuamente hasta alcanzar 
el valor de 15,1 por 100 mil habitantes en el año 2006. En el año 1999, la tasa de 
homicidio en el estado de Sao Paulo era 1,5 veces la tasa nacional (24) y en 2006 

592 



VIOLENCIA URBANA, SEGURIDAD PERSONAL Y CRIMINALIDAD 



la razón pasó a ser de 0,62. En la ciudad de Sao Paulo hubo también una caída 
del 50% en la tasa de homicidios en el corto período entre 2001 y 2005. 



2. Lo QUE SABEMOS SOBRE POLÍTICAS DE REDUCCIÓN DE LA 
CRIMINALIDAD 

Aunque esta tendencia sea reciente y no existan todavía resultados concluyen- 
tes sobre los determinantes de la caída de los homicidios en Sao Paulo, o aun 
en las ciudades colombianas donde esta tendencia perdura hace más tiempo, 
hay evidencias de que el sistema de justicia criminal puede haber desempeñado 
un papel significativo en este proceso. En el caso de Sao Paulo hubo un au- 
mento concomitante y significativo de la capacidad operacional de las policías 
y una expansión consistente del sistema de prisiones. En los primeros tres me- 
ses de 1996, las policías del estado de Sao Paulo aprehendieron en promedio 
a 6.200 sospechosos y forajidos de la justicia, número que subió a 10.277 en 
el mismo período de 2001 y permanece estable con un promedio mensual de 
7.600 prisiones por mes desde 2004. Los niveles de encarcelamiento en el es- 
tado también aumentaron significativamente desde 1994; en este año había 55 
mil presos en el estado y en julio de 2004, después de crecer continuamente, 
alcanzó la marca de 13%. 

Mientras tanto, la opción de responder al crimen mediante el fomento de 
la actividad policial, la condenación de los criminales y su inhabilitación en el 
sistema de prisiones es todavía una excepción en los países de la región. Una 
razón que contribuye a esta timidez en la aplicación de medidas -que tiene al 
sistema de justicia criminal como principal instrumento de contención del cri- 
men- puede ser atribuida al hecho de no estar disponibles, en ese momento, un 
conjunto significativo de resultados de investigaciones específicamente diseña- 
das con el objetivo de permitir una evaluación del efecto de estas instituciones 
sobre el comportamiento del crimen. Independiente del motivo, es importante 
constatar que los países de la región parecen particularmente blandos en la 
aplicación de penalidades legales a los criminales, considerándose el nivel de 
criminalidad observado en la región. Leyes excesivamente blandas, morosidad 
jurídica, bajo número de policías por habitante y bajos niveles de encarcela- 
miento contribuyen para que, de forma general, estos países presenten niveles 
elevados de impunidad penal. 

Hay, evidentemente, enfoques alternativos que contemplan otros meca- 
nismos de control social como herramientas para el control del crimen. En 
el ítem a continuación se discutirán las políticas que buscan actuar sobre el 
medio ambiente social (el contexto social y físico circundante) y las situaciones 

593 



A MEDIO CAMINO. NUEVOS DESAFÍOS DE LA DEMOCRACIA Y DEL DESARROLLO EN AMERICA LATINA 



(la interacción entre agentes) en que los crímenes ocurren. La importancia de 
estos enfoques en el debate, tanto académico como político, han crecido mucho 
en las dos últimas décadas y han renovado el interés por las acciones de agen- 
tes no gubernamentales -más específicamente sobre el papel de factores como 
capital social, eficacia colectiva y de redes sociales- en el control del crimen. 

De una manera general, es posible reconocer que en la región el debate 
sobre las políticas públicas en el área de seguridad se encuentra aún en su etapa 
inicial. Como se ha destacado, hay todavía pocos estudios que aborden el tema 
de la evaluación de intervenciones específicas (sobre todo aquellas oriundas 
del sistema de justicia criminal), y esto ciertamente limita la capacidad de pro- 
posición de políticas que es posible hacer en este momento. Teniendo en vis- 
ta esta limitación, optamos por buscar apoyo en resultados de investigaciones 
empíricas recientes que fueran capaces de demostrar el efecto significativo de 
disuasión y de inhabilitación que ejerce el sistema de justicia criminal sobre el 
crimen. Los análisis y recomendaciones de políticas hechas en este artículo son, 
por lo tanto, orientados por resultados de investigación realizados con datos 
comparativos internacionales y estadounidenses, pero nada indica que estos re- 
sultados no sean igualmente válidos para aplicarlos en el contexto específico de 
los países latinoamericanos. Con base en estas evidencias se espera que sea po- 
sible demostrar que los niveles actuales de violencia y criminalidad en la región 
demandan acciones inmediatas que permitan ampliar la capacidad operacional 
de las policías del ministerio público, del sistema penitenciario y del judicial. 

El programa de política pública aquí presentado tiene un claro foco en la 
idea de que es posible recuperar la capacidad de intervención del sistema de 
justicia criminal y así responder, en el corto plazo, al aumento de la criminali- 
dad y de la violencia. Hay agendas en competencia que tienen gran influencia 
en el debate político regional. El principal paquete alternativo que necesita ser 
mencionado aquí tiene como su objeto central el aumento del control externo 
e interno de las políticas. Según esta tesis, el control del crimen exige antes una 
«política democrática». La opción defendida sería la de no priorizar el control 
del crimen como el objetivo de la política de seguridad pública, sino que pro- 
mover la reorganización de la policía y de sus servicios buscándose maximizar 
su accountability interna y externa). La eficiencia en el control del crimen, según 
esta perspectiva, sería alcanzada si y solo si, existieran mecanismos eficaces de 
control externo e interno de la policía. No hay propiamente una contradicción 
entre estas dos estrategias de política, una vez que la construcción de una poli- 
cía democrática puede ocurrir paripassu con la adopción de políticas de conten- 
ción del crimen. Mientras tanto, delante de la necesidad de definir prioridades, 
es necesario tomar en cuenta el hecho de que los resultados de las políticas de 
maximización de su accountability tienden a aparecer solo en el mediano y en el 

594 



VIOLENCIA URBANA, SEGURIDAD PERSONAL Y CRIMINALIDAD 

largo plazo (vea por ejemplo la defensa de esta política presentada en el último 
trabajo de Bayley (2007). La viabilidad política de este tipo de política queda 
generalmente debilitada en la medida en que un rápido aumento del número de 
crímenes tiende a producir una fuerte presión de la opinión pública sobre los 
liderazgos políticos por soluciones de corto plazo, las cuales dependen en gran 
medida de esfuerzos a emprender por parte del sistema de justicia criminal. 

Hay todavía un argumento que necesita ser considerado en esta discusión 
introductoria, el que refiere a que el atractivo del comportamiento criminal 
está relacionado con los cambios resultantes del proceso de desarrollo econó- 
mico. Variables como la distribución de la renta, el desarrollo institucional, la 
educación y la composición demográfica tienden a sufrir cambios significativos 
durante este proceso. Es importante tomar en cuenta el hecho de que el esce- 
nario económico y social afecta directamente los incentivos al comportamiento 
criminal, lo que irá a determinar el nivel de oferta de criminales potenciales 
en la sociedad. Es contra este escenario que se proyectan las acciones de los 
gobiernos con vistas a la reducción del crimen y la violencia. Es de esta inte- 
racción de fuerzas entre la oferta de criminales potenciales y las acciones de 
contención realizadas por el gobierno que emerge lo que podemos considerar 
como el nivel de equilibrio del crimen en una sociedad. Entre los estudios em- 
píricos que fueron considerados en las recomendaciones de políticas hechas en 
este articulo, es posible encontrar evidencias respecto a que, a pesar de que la 
incidencia de crímenes es bastante alta en los países de América Latina, esta no 
es muy diferente de lo que se podría esperar tomando en cuenta las caracterís- 
ticas socioeconómicas y las políticas de seguridad pública adoptadas (Soares y 
Naritomi 2007). 

Las políticas públicas discutidas en este artículo tienen como foco los crí- 
menes violentos (económicamente motivados o no) practicados en espacios pú- 
blicos. Los crímenes cometidos por extraños contra víctimas inocentes causan 
un tipo de reacción que afecta directamente la convivencia social y la consecu- 
ción de importantes objetivos sociales. Hay de manera evidente muchas otras 
formas de transgresión a la ley o actos violentos que han elevado el costo para la 
sociedad y que no se encuadran en esta definición, principalmente las formas de 
violencia en la familia, racismo y otras prácticas discriminatorias de diferentes 
tipos. El hecho de que estos problemas no hayan sido considerados en las discu- 
siones realizadas a continuación, significa solamente que estos actos violentos 
y/o de delincuencia son menos susceptibles a las iniciativas de las instituciones 
del sistema de justicia criminal y exigen medidas que envuelven igualmente 
la participación de los sistemas de salud y educación, entre otras instituciones 
públicas que están fuera del ámbito específico de actuación de las instituciones 
que iremos a considerar en este capítulo. 
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3. Mecanismos institucionales y sociales de control del crimen 

El control del crimen exige políticas basadas en evidencias empíricas sobre los 
medios, que pueden ser utilizadas de forma planificada por la sociedad para 
alterar los incentivos al comportamiento criminal. De forma simplificada, es 
posible agrupar estos incentivos en tres grupos: aquellos que operan en el nivel 
individual, en el ambiente social y en las circunstancias en que los crímenes ocurren. 
La discusión sobre las políticas públicas contra el crimen muchas veces ocurre 
sin que los mecanismos causales subyacentes a las políticas sean plenamente 
conocidos. No se trata aquí de promover un rol de políticas que tengan por base 
un mecanismo causal único, si no de tornar explícita la forma como determi- 
nada política producirá el resultado esperado y, todavía, que este resultado sea 
empíricamente mensurable. 



4. Incentivos al comportamiento individual de los infractores 

En la visión de la criminología clásica y en la literatura económica, las políticas 
de control del crimen operan, sobre todo, en el nivel individual. El punto de 
partida en este campo se atribuye generalmente al estudio seminal de Becker 
(1968). Becker posiciona al infractor como un individuo racional, que analiza 
sus posibilidades de ganancia y castigo de forma analítica, o sea, de una forma 
que puede ser modelada económicamente. En el modelo propuesto por Becker 
es posible diferenciar dos formas principales de actuar sobre el crimen: La di- 
suasión (deterrence) y la inhabilitación (incapacittion). La disuasión funciona en 
la medida en que el criminal asimila el efecto de un determinado castigo en el 
momento en que decide si comete o no un crimen. La inhabilitación se refiere 
al tiempo que el criminal pasa en la prisión. Durante este período el estará im- 
posibilitado de cometer otros crímenes. 

Bajo esta perspectiva, el crimen no es más el producto de una estructura 
social inadecuada ni una manifestación de características individuales perma- 
nentes. Al contrario, el crimen es un evento que posee características similares 
a otras actividades humanas y, por lo tanto, puede ser explicado por el efecto de 
determinadas estructuras de oportunidad sobre preferencias individuales dadas. 
Los individuos analizan y calculan la diferencia entre los costos del crimen y los 
beneficios (pecuniarios o no pecuniarios) del mismo. Si el valor esperado del 
crimen supera el valor esperado de los beneficios, entonces existe un comporta- 
miento racional que explica la elección del individuo por la acción criminal. En 
resumen, la oferta de crímenes se encuentra sujeta al control de la sociedad por 
medio de incentivos económicos. Estos incentivos pueden ser tanto producidos 
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por las diferencias de ganancias obtenidas en actividades legales frente a las ilega- 
les (aumento de salarios, escolaridad, educación, etc.), como por el sistema penal 
que establece una determinada estructura de penas por delito y por la probabili- 
dad de detención y condenación de los criminales. Existe una extensa literatura 
que demuestra los efectos significativos de estas variables sobre el crimen, la cual 
será considerada en la sección específica sobre los temas de políticas públicas. 

Hay temas importantes para el debate que este enfoque económico del 
crimen incita: ¿cuál sería al final la utilidad de modelos que tienen presupuestos 
tan restrictivos como la racionalidad de las decisiones individuales? ¿Esto no 
significa una simplificación excesiva sobre las condiciones en que las políticas 
públicas funcionan? La mejor respuesta que podemos encontrar a esta inda- 
gación es que en verdad no importa discutir si los criminales son o no agen- 
tes racionales e independientes -un punto preferido en las críticas al enfoque 
económico del crimen-, pero sí importa discutir como ocurre el agregado de 
preferencias de agentes heterogéneamente racionales, en un escenario en que 
las instituciones que tienen un comportamiento racional y autointeresado in- 
tentan cohibir a individuos no perfectamente racionales. Otra línea importante 
de crítica a la perspectiva del comportamiento racional en la explicación del 
crimen ha sido la falta de una visión adecuada en esa literatura de un problema 
que es particularmente relevante en otras tradiciones de investigación: el análi- 
sis de los efectos de las situaciones y contextos en los cuales están inmersos los 
agentes en el proceso de decisión. 



5. Incentivos que inciden sobre el contexto y la situación en 
que los crímenes ocurren 

El estudio de los efectos del medio social sobre el crimen y la delincuencia está 
presente en la criminología desde el trabajo pionero de Shaw et al. (1929) y de 
ShawyMcKay (1942). La perspectiva ecológica confrontó directamente las ex- 
plicaciones de naturaleza biológica sobre el crimen, hasta entonces dominantes, 
y estableció una correlación entre el crimen y los procesos sociales y culturales. 
Los resultados de estos estudios pioneros tuvieron un gran impacto en las polí- 
ticas públicas de prevención al crimen. Al constatarse que las comunidades más 
pobres, étnicamente heterogéneas y con mayor rotación eran también las que 
presentaban mayores tasas de criminalidad, se produjo un cambio de perspec- 
tiva en las políticas públicas. El foco dejaba de ser el individuo, tal como defen- 
dían la criminología clásica y positivista, y se dirigía hacia la comunidad, con un 
fuerte énfasis en la organización comunitaria y en el desarrollo de mecanismos 
formales e informales de control social. 
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La nueva generación de estudios sobre la ecología del crimen procuró 
tratar de forma más adecuada algunos de los problemas ausentes en las formu- 
laciones originales de la teoría. Aunque la revitalización de la idea respecto a 
que la presencia de vínculos sociales estrechos en una comunidad era un fac- 
tor importante para explicar el nivel de bienestar de sus residentes pueda ser 
atribuida al trabajo de Putnam (1993 y 2000) sobre el capital social, recurrimos 
al concepto de eficacia colectiva para explorar la relación entre seguridad y 
contexto comunitario. 

Eficacia colectiva se define como la capacidad para promover los valores 
comunes de los residentes de una determinada comunidad, lo que produce la 
mantención del orden social en sus límites (Sampson et al. 1997). Las comu- 
nidades con baja eficacia colectiva -socialmente desorganizadas- se describen 
en la literatura de la ecología del crimen como sistemas en el ámbito de los 
cuales el proceso de socialización no funciona adecuadamente. Amistades esta- 
bles e interacciones sociales son poco frecuentes, no hay interés por los asuntos 
comunitarios y no hay relaciones de confianza entre los residentes. 

Hay algunas ventajas en la utilización del concepto de eficacia colec- 
tiva, con vistas a la discusión sobre la formulación de políticas públicas de 
control del crimen, si se considera que las redes sociales no son inherente- 
mente igualitarias o pro sociales por naturaleza. Al intentar evaluar, por lo 
tanto, los efectos sistémicos del capital social sobre el crimen es necesario 
cuestionar los fines a los cuales estas redes están asociadas. Algunos ejemplos 
pueden ser útiles para ayudar a visualizar la relación entre redes y sus fines. 
Residentes de áreas pobres y precariamente urbanizadas -como las favelas- 
tienden a tener fuertes conexiones con otros residentes y una vida comuni- 
taria más intensa que los moradores de las comunidades de mayor renta y 
escolaridad, pero sin necesariamente producir los «recursos colectivos» que 
permitan el ejercicio de «control social». Un segundo ejemplo: las redes 
pueden servir para conectar tanto a personas preocupadas por la vida comu- 
nitaria como a traficantes. Vínculos sociales densos pueden tener un efecto 
positivo o negativo, y solo lograremos entender el efecto de estos vínculos 
sobre la provisión de la seguridad pública si sabemos identificar qué es lo 
que está efectivamente conectado en cada contexto comunitario específico. 
Finalmente, el control social puede existir como producto de interacciones 
estratégicas entre residentes de barrios que no presentan vínculos fuertes de 
sociabilidad. Existen evidencias de que los barrios de clase media común- 
mente presentan vínculos comunitarios débiles y bajas tasas de crímenes, lo 
que a primera vista no confirma la hipótesis central del modelo respecto a 
que el nivel de seguridad puede ser explicado por la existencia de vínculos 
sociales. Este tipo de situación indica que los mecanismos de control social 
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pueden ser facilitados por la presencia de estos vínculos, pero la existencia de 
la capacidad de control social no necesariamente requiere vínculos sociales 
densos en el ámbito comunitario. 

Debido a esta ambigüedad que atañe al efecto del capital social sobre la 
seguridad pública, optamos por utilizar el concepto de eficacia colectiva, el cual 
engloba tanto los vínculos de confianza como la cohesión social que existen en 
la comunidad, en cuanto a las expectativas compartidas por la comunidad frente 
a la necesidad de producir mecanismos eficaces de control social. La eficacia 
colectiva es, por lo tanto, específica en relación a un determinado objetivo: la 
mantención del orden público. La eficacia colectiva tiene, por lo tanto, clara- 
mente una dimensión normativa. Es preciso evaluar en cada contexto ambiental 
específico qué acciones, redes y organizaciones contribuyen a la producción de 
eficacia colectiva. Las pandillas, mafias, carteles, asociaciones sectarias y gru- 
pos políticos radicales, entre otros ejemplos posibles, producen bienes sociales 
que -aunque traigan beneficios privados para sus miembros- necesariamente 
requieren de algún grado de exclusividad en su consumo y producen externa- 
lidades negativas para alguna parte de la comunidad donde están instalados. 
Ese es el sentido señalado arriba sobre la naturaleza normativa del concepto de 
eficacia colectiva. No es solo la presencia de organizaciones, redes y vínculos 
sociales que deben ser tomados en cuenta, sino la finalidad hacia la que estas 
se encaminan. Antes de continuar adelante en la discusión sobre cómo estos 
mecanismos pueden ser utilizados por las políticas públicas, es preciso, mien- 
tras tanto, considerar los estudios sobre la influencia de estilo de vida y de la 
estructura de oportunidad en los riesgos individuales de victimización. Este tipo 
de enfoque no solo produjo una innovación analítica importante, al focalizar 
las circunstancias en que los crímenes ocurren, sino también metodológica, en 
la medida en que este tipo de enfoque siempre estuvo asociado al desarrollo de 
nuevas metodologías de investigaciones de victimización. El uso de informacio- 
nes obtenidas por medio de investigaciones domiciliares con las víctimas posi- 
bilitó una comprensión más completa de los factores y procesos que interfieren 
en la probabilidad de ocurrencia de crímenes y actos violentos. La investigación 
sobre las circunstancias en que los crímenes ocurren permite entender las relaciones 
funcionales de un acto criminal específico con otros crímenes y con otras acti- 
vidades no criminales. 

La hipótesis principal sostiene que a partir del análisis de los factores que 
determinan los riesgos individuales de victimización, sería posible establecer 
medidas preventivas, de carácter privado y público, que resultarían en una re- 
ducción del número de crímenes. Estos factores serían principalmente: (i) el 
grado de exposición de las víctimas, (ii) la proximidad víctima-agresor, (iii) la 
capacidad de protección (lo que incluye la autoprotección y por terceros) y (iv) 
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la atracción de la víctima. Este tipo de modelo es particularmente útil para la 
comprensión de las principales transformaciones ocurridas en las metrópolis 
contemporáneas, producidas por el aumento de la criminalidad. Transforma- 
ciones que tienen por base los cambios de hábitos y preferencias producidas 
por el aumento de la violencia, como la disminución de la frecuencia de visita 
a locales públicos, el aumento de la oferta de espacios controlados para el ocio 
y la vivienda, la explosión de la oferta y del consumo de equipos de seguridad, 
entre otras dinámicas de gran impacto económico y social. 

Estos cambios pueden ser entendidos, por lo tanto, como el reflejo agre- 
gado de las respuestas racionales de individuos que pretenden minimizar los 
riesgos de victimización al adoptar medidas que buscan reducir la exposición 
en locales públicos, la proximidad con potenciales agresores, o aumentar la ca- 
pacidad de autoprotección. La principal contribución de este tipo de enfoque 
resulta del concepto de que es posible alterar la oferta de crímenes por medio 
de intervenciones en la estructura de oportunidades necesarias a la comisión 
de un crimen. En el nivel agregado, las teorías sobre el estilo de vida y la es- 
tructura de oportunidad son particularmente útiles para la comprensión de las 
transformaciones que ocurrieron en el paisaje y en el estilo de vida urbano en 
las grandes ciudades de la región, puesto que el aumento de la criminalidad 
produce modificaciones importantes de hábitos y preferencias de gran impacto 
económico y social, como la disminución de la frecuencia a locales públicos, el 
aumento de la oferta de espacios controlados para el ocio y la vivienda (shopping 
y condominios), y la explosión de la oferta y del consumo de equipos de seguri- 
dad entre otras dinámicas. Estos cambios pueden entenderse como el agregado 
de las respuestas racionales de individuos que buscan minimizar los riesgos de 
victimización. 

Los modelos de tipo ecológico que explican la conexión entre contexto, 
situación y crimen presentan algunas implicaciones importantes en la discusión 
sobre las políticas públicas, tales como: 

• El énfasis en los aspectos comunitarios -presente en los modelos de des- 
organización social- puede ayudar a redireccionar el foco de las políticas 
públicas desde una perspectiva centrada excesivamente en las instituciones 
de justicia criminal y en los mecanismos de control formal ejercidos por 
estas instituciones hacia políticas que tienen su foco dirigido a aspectos 
como la organización y el «empoderamiento» comunitario, y el refuerzo 
de los mecanismos informales de control social. Las políticas derivadas 
de este tipo de modelo son, por lo tanto, sociocéntricas en la medida en que 
buscan estimular, sobre todo, los mecanismos informales de control social 
de base comunitaria. 
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• Permite formular políticas públicas que toman en cuenta el papel de as- 
pectos espaciales específicos según un modelo ecológico del acto criminal 
y no solo la interferencia difusa de variables macrosociales como la des- 
igualdad, la pobreza y la globalización. Los crímenes ocurren en espacios 
específicos y dependen de recursos sociales también específicos. En este 
sentido, las características sociales y físicas de los lugares donde los críme- 
nes ocurren deben ser tomadas en cuenta en la definición de las estrategias 
de intervención. 

• El modelo ecológico ofrece conceptos empíricamente demostrables. La 
validez y la confiabilidad de las medidas de eficacia colectiva fueron pro- 
badas en diferentes ciudades de Estados Unidos y de Inglaterra, y pueden 
ser fácilmente replicadas en el contexto latinoamericano con el objetivo de 
orientar la formulación de políticas innovadoras de seguridad pública. 

6. Temas de políticas públicas 

¿Cómo los gobiernos y la sociedad pueden valerse de estos mecanismos para 
intentar controlar el crimen? Discutimos en esta sección algunas cuestiones 
aplicadas que desafían el proceso de formulación de políticas públicas en el 
área de seguridad. El objetivo no es proponer un conjunto concreto de políti- 
cas aplicables a contextos nacionales y locales, ya que la diversidad de diseños 
institucionales y aun de contextos sociales presentes en la región tornaría cual- 
quier propuesta de un paquete de políticas de seguridad un producto inocuo. 
No obstante, pretendemos ofrecer evidencias empíricas de que ciertas políticas 
generales producen efectos significativos sobre las tasas del crimen. 

Los trabajos considerados a continuación tienen como variable dependiente 
el crimen violento. Mientras tanto, no hay ni siquiera un consenso en la biblio- 
grafía más amplia sobre el tema respecto a cuál es el principal resultado social 
esperado con las políticas de seguridad pública. La mayor parte de los estudios 
producidos en América Latina sobre el tema tienen como objeto no propiamen- 
te el crimen y la violencia, sino las políticas gubernamentales y, particularmente, 
la garantía de los derechos. Se opera así una modificación importante en la de- 
finición de la variable dependiente. El crimen y la violencia son tratados como 
fenómenos que resultan claramente de una situación en que la ciudadanía no se im- 
pone como valor ni implemento mecanismos democráticos que posibilitaran el desarrollo 
de un sistema sociopolítico mínimamente satisfactorio. La discusión sobre las políticas 
contra el crimen y la violencia es, en consecuencia, dirigida hacia el campo más 
amplio de los problemas de la redemocratización y de la denuncia sobre las 
desigualdades en la distribución del poder económico y político. 
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Contra la corriente principal de la literatura, se trató de recuperar la espe- 
cificidad del fenómeno criminal y de los actos de violencia, en la medida en que 
nos inscribimos en el ámbito de los modelos sociológicos, económicos y crimi- 
nológicos que respondieron a los principales descubrimientos sobre estos fenó- 
menos. El foco de las discusiones a continuación está puesto, como se destacó 
desde la introducción, en los crímenes violentos (económicamente motivados o 
no) practicados en espacios públicos. 



7. Sistema de justicia criminal 

La disuasión y la inhabilitación de agresores constituyen los elementos centrales 
de las políticas de justicia criminal. Se debe considerar al respecto una cuestión 
importante para la comprensión del papel de estas estrategias de control del 
crimen: es muy difícil diferenciar empíricamente el efecto de la disuasión del 
efecto de la inhabilitación. En la medida en que la prisión es el principal medio 
de castigo de un crimen, las políticas que llevan al aumento del castigo implican 
tanto un aumento de la disuasión, como de la inhabilitación. En consecuencia, 
las evaluaciones empíricas sobre los efectos de la disuasión son, en la práctica, 
evaluaciones conjuntas de los efectos de la disuasión y de la inhabilitación. Vi- 
ren (2001), por ejemplo, modela la elección ente crimen y trabajo alternativos 
para datos de Finlandia. Usando un modelo aproximado al de Becker (1968) 
consigue mostrar que la captura, condena y castigo a un acto criminal impli- 
can significativos efectos de disuasión para individuos que ponderan la oferta 
y demanda por crímenes. Su resultado apunta, una vez más, hacia la necesidad 
de señalizar con castigos creíbles si es que se quiere cumplir con el objetivo de 
contención de la criminalidad. 

Trataremos de ofrecer a continuación algunos ejemplos de estudios que 
consiguieron lidiar con este problema y que ofrecen estimaciones distintas para 
el efecto de las penas de encarcelamiento y del tamaño de la fuerza policial. 



¿Las penas más duras reducen la tasa de crímenes? 

He aquí el problema propuesto por Kessler y Levitt (1998): un aumento en el 
tiempo de condena establecido por la ley no está asociado, en el corto plazo, a 
ningún efecto de inhabilitación. Esto es, cuando al momento de promulgarse 
una nueva ley, los criminales se encuentran presos y condenados con base en la 
ley que estaba en vigencia al momento de su condena. De esta forma, la variación 
en la tasa de crímenes eventualmente observada en el período inmediatamente 
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después de la adopción de la nueva ley que establece un tiempo mayor de pri- 
sión, debe ser atribuida a la disuasión (o efecto de un determinado castigo sobre 
el cálculo del crimen) y no a la inhabilitación. Kessler y Levitt hacen una prueba 
empírica de los efectos de la Proposition 8 adoptada en el estado de California, 
la cual impuso sentencias más duras para un grupo específico de crímenes. Los 
resultados son animadores en cuanto a los efectos de la disuasión sobre el cri- 
men. Los crímenes cubiertos por la Proposition 8 cayeron un 10% más que los 
crímenes no afectados por la proposición y tres años después la caída quedó en 
20%. Entre 1993 y 1996, el estado de California presentó una declinación del 
20% en la tasa de crímenes violentos y de 19% en los crímenes contra la pro- 
piedad. En comparación, las tasas de crímenes violentos cayeron un 13% y de 
crímenes contra la propiedad un 4% en los demás estados norteamericanos. De 
todos modos, esta reducción en el crimen fue obtenida sin producir un impacto 
significativo en la población carcelaria del estado, la cual creció un 22% contra 
un crecimiento del 2 1 % en los demás estados del país. 

Estos resultados sugieren que los criminales responden a la severidad del 
castigo y no solamente la certeza de su aplicación, un resultado que era posible 
deducir de las premisas de la selección racional, aunque fuese de difícil confir- 
mación empírica. 

Los resultados de un único estudio no serán, probablemente, suficientes 
para endurecer el escepticismo y las críticas que han merecido las propuestas 
que pretenden reducir las tasas de crimen por medio del aumento del encarce- 
lamiento. Pocos puntos son más sensibles que este en el debate actual sobre las 
políticas de justicia criminal. Evidencias contrarias a la expansión del encarcela- 
miento, o más precisamente del efecto limitado de esta medida en la explicación 
de la reducción del crimen en la década de 1990 en Estados Unidos, pueden 
ser encontradas en varios trabajos importantes publicados sobre el tema que 
llegan a conclusiones contrarias a las de Kessler y Levitt (Spelman 2000), pero 
ciertamente este es uno de los temas más importantes en la agenda de políticas 
de seguridad en la región y tiene una conexión directa con el problema de la 
reforma penal que será discutido abajo. 



¿El aumento del encarcelamiento reduce el crimen? 

La inhabilitación (el efecto del tiempo de prisión sobre el crimen) a su vez, tam- 
bién tiene un efecto esperado sobre el crimen. Este tema ha sido objeto de re- 
novado interés en la economía y en las ciencias sociales. En 2007, el estudio «An 
Information Theoretic Method for Estimating the Number of Crimes Aveted 
by Incapacittion» (Bath 2007) fue lanzado por el Urban Institute. Usando datos 
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de 38.624 prisioneros, recolectados por el Bureau of Justice Statistics (BJS), el 
autor simula el comportamiento de estos infractores presos para estimar la can- 
tidad de crímenes que habrían sido cometidos en el caso de que estas personas 
estuvieran en libertad. Con relación a las características demográficas, el estudio 
muestra que el aprisionamiento tiene un efecto diferente según el género. Las 
mujeres habrían cometido un número menor de crímenes que los hombres si 
no hubieran sido condenadas a las penas de prisión. En promedio, cada infrac- 
tor condenado a una pena de prisión implica una disminución de 1,93 crímenes 
contra personas y 8,47 crímenes relacionados con la propiedad anualmente. 

Para lidiar con el carácter endógeno de la población carcelaria ligada al 
crimen, Levitt (1996) utilizó la overcrowding litigation como una variable de con- 
trol capaz de quebrar la simultaneidad que existe entre el tamaño de la pobla- 
ción carcelaria y la tasa de crímenes. Acciones legales contra la sobrepoblación 
en los presidios afectaba a 12 estados norteamericanos (la mayoría del sur). Se 
produjo, entonces, una liberación de presos de manera de permitir un ajuste 
del estado a la legislación. Las estimativas de Levitt indican que la liberación 
de un prisionero corresponde aproximadamente a un aumento de 15 crímenes 
por año. El costo estimado de estos 15 crímenes es de aproximadamente US$ 
45.000 y el costo anual para mantener un preso encarcelado es de US$ 30.000 

Soares y Naritomi (2007) compararon una muestra de países de América 
Latina (Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, México y Venezuela) 
con un grupo de países compuesto por Japón, Corea del Sur, Rusia, España, 
Suecia y Estados Unidos. El modelo econométrico propuesto por los autores 
permite constatar que si las variables tasa de encarcelamiento, número de po- 
licías per cápita, proporción de jóvenes en la población; con la desigualdad y 
la tasa de crecimiento iguales a la media del grupo de control, la mortalidad 
violenta caería de 28,4 por 100 mil habitantes a 8,4. Puesto que Rusia es un 
caso extremo en el grupo de países de comparación -en términos de la dureza 
con que aplica penas de prisión y con relación también al tamaño de su fuerza 
policial- se estimó un escenario alternativo que excluyó a Rusia, pero se man- 
tuvieron todas las variables del modelo en la media. En este caso, la mortalidad 
por violencia en América Latina podría caer hasta 14,1 por 100 mil habitantes; 
vale decir, la mortalidad violenta caería entre 50% y 70% si las variables expli- 
cativas estuvieran en el nivel medio observado en el grupo de control (con o sin 
Rusia, respectivamente). 

En el primer escenario, las tasas de homicidio serían reducidas hasta va- 
lores más bajos que aquellos observados en el grupo de control, mientras que 
en el segundo escenario las tasas continuarían un poco arriba, aunque redu- 
cidas a niveles razonables (próximos a los de Estados Unidos). En suma, los 
niveles de violencia observados en los países de América Latina no parecen ser 
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sorprendentemente altos, dadas las condiciones socioeconómicas presentes en 
la región, las políticas de contención del crimen adoptadas por los gobiernos y 
lo que sabemos con base en la literatura empírica sobre la relación entre estas 
variables explicativas y el crimen. 

Considerándose separadamente cada variable, el papel desempeñado por 
la desigualdad, el encarcelamiento y el tamaño de la fuerza policial son las va- 
riables más importantes en términos de sus efectos parciales sobre el crimen, 
mientras la composición etaria y el crecimiento económico parecen tener solo 
efectos modestos. No podemos olvidar que tanto la tasa de encarcelamiento 
como el tamaño de la fuerza policial son variables directamente bajo control de 
los gobiernos, mientras que la desigualdad es el resultado de procesos macroso- 
ciales que cambian muy lentamente en el tiempo (Deininger y Squire 1996). Es 
evidente que la reducción de la desigualdad es un fin en sí mismo, y no precisa 
de la violencia como justificación, pero no parece adecuado pensarla como una 
variable bajo control directo del gobierno, y por lo tanto, como una herramien- 
ta que permitiría la reducción de la violencia en el mediano plazo. En este sen- 
tido, una política más fuerte de encarcelamiento y control policial parecen ser 
los candidatos obvios para alcanzar una reducción de las tasas del crimen. 

Este argumento trae implícita la idea de que la efectividad del sistema de 
justicia criminal es semejante en los dos grupos de países considerados en el 
estudio de Soares y Naritomi (2007). Esta suposición no necesariamente es 
verdadera -ni siquiera muy plausible-, dado lo que reconoce Fruhling (2007) 
por medio de los estudios empíricos sobre las policías en la región. Debido a 
que la efectividad de cualquier intervención depende de la forma como esta es 
operacionalizada y del contexto en el cual se implementa, discutiremos en un 
ítem específico abajo los problemas de gestión e innovación en el área policial. 



¿Más policía, menos crímenes? 

El efecto del tamaño de la fuerza policial sobre el crimen exige diseños igual- 
mente complejos de investigación. En una revisión hecha en la década de 1980, 
18 de 22 artículos publicados sobre el tema llegaron a la conclusión de que no 
existe relación entre estas variables, o incluso que el tamaño de la fuerza po- 
licial está positivamente asociado al número de crímenes (World Bank 2006). 
Es evidente que cualquier policía en el mundo, con un mínimo de capacidad 
de planificación, distribuye sus efectivos en función del número de crímenes 
cometidos y, por lo tanto, si hay más crímenes, hay la necesidad de más policías. 
De esta forma, las ciudades con altas tasas de crimen tienden a tener grandes 
fuerzas policiales, inclusive cuando la policía es eficiente en su tarea de reducir 
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el número de crímenes. Por lo tanto, no es fácil obtener evidencias empíricas 
de que el número de policías empleados en la seguridad pública tiene el efec- 
to de reducir las tasas de crímenes. Levitt (1995) encontró una salida creativa 
para lidiar con el problema de la simultaneidad en la variación del tamaño de 
la fuerza policial y en las tasas de crímenes. La variable escogida para romper 
con esta simultaneidad entre las variables fue el ciclo electoral, el cual no tiene 
participación directa en la función de producción del crimen. El modelo in- 
cluyó variables de control que pueden tener efectos indirectos sobre la tasa de 
crímenes, como el gasto municipal en programas educacionales y de bienestar 
social. La tasa de desempleo en los estados fue igualmente considerada. Una vez 
controlado por estos factores, es posible afirmar que los procesos electorales no 
tienen correlación con las fluctuaciones en el crimen. 

El análisis de la variación del tamaño de la fuerza policial realizada por 
Levitt indica que en 37 de los 59 municipios incluidos en la muestra, la tasa 
promedio de crecimiento de las fuerzas policiales aumenta en los años elec- 
torales. Lo mismo ocurre en los estados: en 43 de los 58 (Washington D.C. 
no tiene elecciones), la tasa es más grande en los años electorales que en 
los años no electorales. Los resultados del modelo permiten estimar que un 
policía adicional por año acarrea una reducción promedio de 3,2 a 7,0 crí- 
menes violentos denunciados. Para los crímenes contra la propiedad (como 
el robo y el hurto de autos y a residencias), el efecto fue estimado en 1,6 a 
12,4 crímenes menos por año por policía. Los resultados más conservadores 
permiten estimar el beneficio social con el aumento de un policía en US$ 
2.000 por año. Aunque las estimaciones permitan sugerir que los beneficios 
de aumentar el tamaño de la fuerza son mayores que los costos, no fue posible 
rechazar la hipótesis nula de que el nivel actual de las fuerzas policiales en las 
ciudades estadounidenses es excelente. Levitt (2004) presentó nuevas estima- 
ciones, después de corregidos algunos problemas metodológicos de Levitt 
(1995), señalando de que un aumento de 1% en el efectivo está asociado a una 
disminución del 0,4% en los crímenes violentos y 0,05 en los crímenes contra 
la propiedad. 

Existen algunos estudios realizados con datos de ciudades latinoamerica- 
nas. Di Telia y Schargrodsky (2004) estudiaron el efecto del número de policías 
sobre el número de automóviles en Buenos Aires y estiman que un 1 % de au- 
mento en el número de policías ubicados en un determinado distrito produce 
una reducción del 0,3% en el número de automóviles robados. Estos resultados 
tienen evidentemente claras implicaciones para las políticas públicas. Se puede 
esperar que un aumento del contingente policial tendrá resultados positivos 
no solamente en la percepción del público, sino efectivamente contribuirá a la 
reducción del número de crímenes. 
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¿Cuál es el camino de la innovación y del desarrollo de la gestión en el 
trabajo de la policía? 

Colocar más policías en las calles es fundamental, pero es preciso también que 
las estrategias de la policía sean eficaces. La innovación en el ámbito del siste- 
ma de administración de la justicia es un proceso complejo que requiere de los 
agentes involucrados en este proceso la capacidad de aprendizaje en la misma 
práctica, el diálogo con otras experiencias y la definición de metas comunes 
que no sean simplemente «impuestas desde fuera». Hay en casi todos los países 
de la región de América Latina varios ejemplos de iniciativas con malos resul- 
tados, que pretendían introducir estrategias innovadoras de control policial a 
partir de arriba, con base en planes rígidos y previamente definidos. Es necesa- 
rio aprender de esas experiencias y evaluar cuáles son los caminos disponibles 
para alcanzar un cambio profundo en las instituciones policiales a partir del 
centro, de donde el sistema policial opera, a partir de sus agentes de campo, de 
los policías que efectivamente planifican y operan el control policial. El avance 
de las propuestas innovadoras tal vez dependa de un reconocimiento previo de 
que el policía de base se encuentra expuesto al contacto directo con la violencia 
y el crimen, o con la expectativa de la ocurrencia de estos fenómenos, y que 
las instituciones hacen todavía muy poco para intentar minimizar los efectos 
negativos del contexto sobre los individuos. 

Aunque sea abundante la reflexión crítica sobre la falta de calidad del tra- 
bajo policial en la región, prácticamente no existen diagnósticos sobre las ac- 
ciones necesarias a nivel microorganizacional que podrían abrir caminos para 
soluciones sustentables. No obstante, se da una sobrevaloración del tema de la 
reforma de las instituciones jurídico-policiales en el debate público, en detri- 
mento de consideraciones más específicas sobre los problemas operacionales 
en la base del sistema. Los costos altos (precariamente contabilizados), las di- 
ficultades operacionales y muchas veces la inadecuación jurídica toman muy 
largo tiempo de madurez respecto de los paquetes de macrorreforma insti- 
tucional. De forma compatible con la visión de que el problema del control 
del crimen se inscribe en el ámbito de una «ciudadanía incompleta» y de una 
«democracia en consolidación,» las medidas tienen el efecto esperado princi- 
palmente sobre las instituciones de administración de justicia (la policía y la 
justicia). En general, las medidas propuestas ocupan una región de sombra en 
la que están ausentes las explicaciones sobre sus mecanismos causales. La alter- 
nativa que pretendemos privilegiar es la discusión sobre las innovaciones en pe- 
queña escala, como la introducción de nuevas tecnologías, técnicas gerenciales y 
de estrategias de control policial, que pueden ser adoptadas incrementalmente 
a un costo menor. 
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Las políticas volcadas al desarrollo de nuevos modelos de gestión del tra- 
bajo policial son, por lo tanto, imprescindibles en este contexto. Esto envuelve 
dimensiones como la gestión de recursos humanos en las policías, la califica- 
ción técnica, la utilización de informaciones y datos de forma científica, y las 
estrategias de comunicación con el público. Para llegar a esta agenda de mi- 
crorreformas es preciso reconocer, en primer lugar, las experiencias positivas 
desarrolladas por las instituciones policiales e intentar dar visibilidad a estas 
iniciativas. Esta defensa de modelos de innovación bottom-top no está en contra- 
dicción con la necesidad de contemplar algunos paquetes de innovación que han 
atraído la atención de los especialistas. Hay por lo menos dos iniciativas que 
merecen destacarse en el ámbito de los estudios recientes sobre el trabajo de la 
policía. Las nuevas metodologías de Control Policial Orientado a Problemas 
(POP), que todavía son relativamente poco conocidas en el contexto regional, 
y los nuevos modelos de gestión por resultados inspirados en el COMPSTAT 
(Weisburd y Braga 2006). 



¿Cómo controlar la violencia y la corrupción social? 

Las altas tasas de mortalidad observadas en acciones policiales en casi todos los 
principales países de América Latina constituyen un desafío importante para la 
formulación e implementación de políticas de control del crimen. Además de 
los costos resultantes de la pérdida de vidas humanas, tanto de policías como de 
civiles, las acciones policiales que ocasionan muertes en confrontaciones afec- 
tan la eficiencia del trabajo de disuasión del crimen, debido a que potencial- 
mente pueden comprometer la credibilidad y la legitimidad de las instituciones 
responsables del combate al crimen. Esto acarrea consecuencias negativas, tales 
como la disminución de la entrega de recursos, a través de impuestos, a la poli- 
cía por parte de las víctimas, hecho que en el medio y en el largo plazo afecta la 
propia capacidad de disuasión del sistema policial como un todo, en la medida 
en que este pasa a disponer de un volumen menor de informaciones sobre los 
actos criminales. 

El tema es muy importante y existe una clara necesidad de expandir los 
marcos conceptuales y los análisis empíricos más allá de lo que hoy se encuentra 
en la agenda de investigación regional sobre el tema. Hay aspectos descuidados 
en buena parte de los estudios publicados, tales como el análisis situacional de 
la acción policial, es decir, el contexto de la toma de decisión de los policías 
de punta (característica y número de oponentes, estructura del conflicto, etc.) 
y el papel de los aspectos ecológicos relacionados a las ocurrencias letales (las 
características de las áreas donde ocurrieron). Es posible argumentar que estos 
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elementos integran un modelo jerárquico en que tanto las acciones individua- 
les, como las interacciones en el interior de la organización policial son tomadas 
en cuenta. 



¿Cuál es el papel de la reforma de la justicia criminal? 

La primera constatación que se puede hacer sobre las reformas del Poder Judi- 
cial en América Latina es que si bien estas apuntaron a diversos objetivos, pare- 
ciera que el control de la criminalidad fue de baja prioridad, cuando no ausente 
entre los objetivos originales de los reformistas. Una segunda constatación es 
que la atención de los estudiosos del tema tuvo un fuerte tono antiautoritario, 
volcado a la prevención de otros abusos del poder por el Estado. Por motivos 
evidentes, la cuestión del control de la criminalidad recibía poca atención ex- 
plícita cuando las reformas comenzaron a ser diseñadas al final de la década de 
1980. La creciente atención dada durante la década de 1990 a la reforma de la 
justicia criminal como forma de enfrentar la criminalidad en la región, por lo 
tanto, significó que esta meta fue adicionada a un abanico de objetivos en el 
contexto de una reforma que ya estaba diseñada y en vías de implementación. 
Significó también la formación de una alianza bastante atípica entre aquellos 
que procuraban mayor eficiencia contra el crimen y aquellos que procuraban 
mejorar el debido proceso legal, dando especial relevancia a los derechos huma- 
nos. Esta tenue y hasta, de cierta forma, sorprendente alianza en pro del com- 
bate a la criminalidad se amparó muchas veces en un argumento desarrollista. 
Teniendo en vista los altos costos de la violencia y criminalidad entre los más 
pobres, se esperaba que la reducción de la violencia llevase a una reducción de 
la exclusión social y al desarrollo del capital humano. 

Considerando el hecho de que las reformas han sido casi siempre volcadas 
a objetivos no solo preocupados,, o aun primordialmente, del control de la cri- 
minalidad, vale la pena pensar más específicamente en las reformas que fueron 
de hecho implementadas en la región, especialmente en lo que concierne a sus 
efectos sobre estructuras y procedimientos usados en el campo del control de 
la criminalidad. Pero un segundo problema que debe ser considerado es que 
muchas veces la «reforma» que se discute en la prensa es una reforma temporal, 
de corto plazo, creada por políticos presionados para dar una «solución» al pro- 
blema de la criminalidad. En consecuencia, a menudo estas reformas instigadas 
por el combate a la criminalidad fueron simplemente simbólicas, destinadas a 
atender demandas públicas y sin grandes implicaciones a largo plazo. 

Los resultados de los últimos 20 años no fueron pocos, -y hay que recono- 
cer la gran evolución de los tribunales a lo largo de este período-, e incluyen lo 
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que Hammergren (2006) llamó «alteraciones revolucionarias» en términos de 
tamaño y estructura. Entre otras alteraciones positivas, se destacan la mejoría 
significativa en la penetración geográfica del poder judicial; su presupuesto cre- 
ciente; una carga de trabajo creciente; un cambio generalizado en los patrones 
de funcionamiento, que incluyen tanto la adopción de procesos orales y protec- 
ciones al debido proceso legal, como la investigación por parte de procuradores 
especializados; y mecanismos para facilitar el acceso a grupos tradicionalmente 
marginados. 

Lo que se puede ver en el análisis de la región como un todo, entonces, es 
un fuerte consenso sobre la reforma del sistema indagatorio. En los 19 países 
con sistemas de código civil de América Latina (excluyendo, por lo tanto, los 
países de sistemas legales de common law, que prevalecen en el Caribe), todos, 
menos México (que ya tenía un sistema adversarial), Brasil y Uruguay, pasaron 
por una amplia reforma de la justicia criminal en la década de 1990, migrando 
de un sistema inquisitivo a un sistema más adversarial. Una segunda ola de 
reformas procuró mejorar la administración interna de los tribunales, moder- 
nizándola, renovando la tecnología y la gestión de los procesos. Y la tercera ola, 
que comienza a ser diseñada hoy, busca mejorar el flujo del sistema de combate 
a la criminalidad como un todo. Casi por definición, esta tercera ola enfatiza 
estrategias de alcance local, enfocadas a instituciones locales y su interacción 
con otras instituciones locales, en lo que puede ser llamada de «cadena de con- 
trol de la criminalidad». 

Estas reformas han enfrentado una serie de problemas, el primero de ellos 
referido a la falta de una relación directa con su blanco: como todos los objetivos 
de estas reformas no eran compatibles entre sí, la evaluación de los problemas 
originales a ser corregidos no siempre fue exacta y, al momento de la implan- 
tación de los cambios, los detalles locales desempeñaron un papel relevante en 
la explicación del resultado obtenido, tales como el tipo de cambio legislativo 
implementado, el entrenamiento dado, o la tecnología usada. Ciertamente, no 
faltó dinero para financiar las reformas. Además de los recursos propios prove- 
nientes de gobiernos nacionales, se estima que entre 1995 y 2005 se gastaron 
más de US$ 730 millones en la reforma del poder judicial, solamente a través de 
donaciones del Banco Mundial, el BID y el USAID. Pero estos gastos no fue- 
ron hechos teniendo en vista una meta común o un programa unificado. Con 
tantas metas y prioridades para «la reforma» del poder judicial, el proceso de 
cambio acabó perdiendo sinergias y siendo mal coordinado. La reforma fue vis- 
ta como solución a una lista inmensa de problemas y, por lo tanto, tuvo costos 
de oportunidad (gastos que podrían haber sido más útiles en otras áreas, como 
educación o prevención) y de percepción (cuando el «nuevo poder judicial no 
consiguió actuar a la altura de las expectativas»). 
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Un segundo problema tiene relación con las estrategias adoptadas para 
la reforma. Aquellas estrategias impuestas de arriba para abajo, o de fuera para 
adentro por agencias internacionales como el Banco Mundial, muchas veces 
contaban con la indiferencia o incluso la oposición de las élites locales. Simul- 
táneamente, estrategias de reforma de abajo hacia arriba a través de la moviliza- 
ción popular enfrentaban graves trabas por causa de la baja confianza pública en 
el Estado o por la falta de confianza generalizada en la población, especialmente 
frente a las enormes desigualdades económicas que se reflejaban en el ámbito 
social y político. 

Un tercer problema relacionado con las metas de la reforma es que las 
diversas instituciones que tendrían que cambiar su comportamiento con las re- 
formas tenían, y continúan teniendo, objetivos muy distintos. Guardadas las 
debidas proporciones, los procuradores demuestran mucho más interés en la 
seguridad pública que en la protección de los derechos del preso, especialmente 
en comparación con sus pares de la defensa pública; los jueces tienen intere- 
ses que no siempre aprecian la celeridad que tanto los procuradores como los 
defensores en muchos casos buscan; y los intereses de los tres grupos natu- 
ralmente son muy distintos en cualquier proceso específico. Finalmente, los 
mismos «clientes del poder judicial» también tienen intereses diversos: lo que es 
bueno para los negocios, no necesariamente es bueno para los trabajadores, los pobres, el 
ambiente, y viceversa. 



Temas de control social 

Homicidios, armas y drogas 

Drogas y armas de fuego forman siempre un binomio peligroso que puede 
llevar a un aumento generalizado de la violencia. Se debe recurrir a los trabajos 
de Donohue y Levitt (1998), Cook (1991, 1998) y Cook y Moore (1995) para 
entender cómo funciona la conexión drogas-armas. La distribución de recursos 
en el mercado de drogas está determinada, en primer lugar, por la cantidad de 
recursos necesarios para el combate a los grupos rivales. Puede parecer sor- 
prendente a primera vista, pero el uso de armas de fuego más potentes en la re- 
solución de conflictos entre grupos que distribuyen drogas no tiene un impacto 
claro en el costo social de la violencia. En la medida en que el costo de perder 
una lucha aumenta con la adopción de armas más potentes, la predisposición 
para el combate disminuye. Por otro lado, el uso de armas de fuego introduce 
imprevisibilidad en el conflicto entre los grupos, al beneficiar, sobre todo, a los 
contendores más débiles. 
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El factor que explica el vínculo entre armas, drogas y homicidios es, jus- 
tamente, la imprevisibilidad de los resultados en las disputas entre los grupos, 
la cual es maximizada por la disponibilidad de armas. Con la introducción de 
armas de fuego cada vez más letales, los factores que determinan las posibili- 
dades de victoria son cada vez menos observables, varían más acentuadamente 
en el tiempo y son objeto de manipulación por los contendores. Resulta cada 
vez más difícil, por lo tanto, prever quién va vencer una determinada disputa, 
considerando que una arma de fuego opera como un factor de equalización en 
los conflictos entre los grupos involucrados en la distribuición de drogas. La 
presencia de este factor ecualizador, el arma de fuego, produce un aumento en la 
disposición para el conflicto entre los combatientes más débiles, lo que lleva a 
niveles más altos de violencia. 



Prevención situacional 

Todos los días, incontables acciones individuales son emprendidas con el obje- 
tivo de garantizar la seguridad en los desplazamientos en los espacios urbanos 
y en la realización de las actividades de rutina: usamos trancas en las puertas, 
en los autos y aconsejamos a las personas cercanas a tomar ciertas precauciones 
con el objetivo de reducir el riesgo de transformarnos en víctimas de un crimen. 
Este tipo de comportamiento tiene un gran impacto económico: al final com- 
pramos casas en barrios más seguros o en condominios, ponemos alambres en 
las casas, usamos autos blindados, cambiamos la calle por el shopping, etc. Medi- 
das semejantes son tomadas por escuelas, fábricas, oficinas, shoppings y condo- 
minios, buscando proteger la propia organización, sus clientes y empleados de 
actos predatorios. Las acciones de los individuos frente al crimen y la adopción 
de precauciones de rutina tienden a crecer en importancia con la disminución 
de la presencia de mecanismos formales e informales de control en la sociedad. 
¿Cómo esta dinámica puede ser incorporada a la discusión sobre las políti- 
cas públicas de prevención al crimen? Una respuesta posible sería: incorporán- 
dose al repertorio de las iniciativas un conjunto de políticas que tengan como 
foco los patrones de movilidad de los individuos en el espacio urbano. Conocer 
los hábitos de ocio, los horarios de trabajo, el consumo y la disponibilidad de al- 
cohol -entre otros hábitos- y conductas de la población, puede ser fundamental 
para reducir la incidencia de ciertos tipos de crímenes en contextos urbanos es- 
pecíficos. Está claro que para que estas medidas sean eficientes, deberían contar 
con el mayor diagnóstico específico posible para cada área urbana y para cada 
tipo de crimen. Este es el principio que orienta intervenciones como el Crime 
Prevention through Environmental Design (CPDE). 
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La contribución de la epidemiología y de la salud pública en la formula- 
ción de políticas de prevención primaria, particularmente en el contexto lati- 
noamericano, ha sido notable. El concepto de prevención primaria se utiliza en 
el área para describir medidas diseñadas con el objetivo de disminuir la pro- 
babilidad de ocurrencia de actos de violencia. La prevención primaria puede 
tener el enfoque dirigido para diferentes nichos ecológicos (individuo, familia, 
comunidad, etc.) o etapa del ciclo de vida y, en este sentido, aproximarse con- 
ceptualmente a los enfoques ecológicos surgidos en el ámbito de la sociología. 



¿El desorden lleva al crimen? 

Según las perspectivas ecológicas presentadas en la sección sobre mecanismos, 
el desorden es entendido como un atributo mensurable presente en ciertas 
comunidades y áreas. Hay dos modelos que buscan explicar la relación entre 
desorden y crimen. El primero es la conocida tesis de las «ventanas quebra- 
das» (Wilson 1985) y el segundo se deriva de la investigación reciente sobre 
la eficacia colectiva. La relación de oposición entre estos enfoques puede ser 
formulada del siguiente modo: si la tesis de las ventanas quebradas está correcta 
y el desorden es una de las causas del crimen, entonces el desorden debe mediar 
el efecto de factores como la estructura sociodemográfica y la eficacia colectiva 
sobre el crimen. En contraste, si el desorden es solamente una manifestación de 
los mismos factores que producen el crimen, entonces la eficacia colectiva y la 
estructura sociodemográfica responden por la relación que existe entre desor- 
den y crimen; en otras palabras, la conexión entre desorden y crimen puede ser 
simplemente una correlación espuria (Sampson y Raudenbush 2004). Esto no 
significa afirmar que, en la perspectiva de Sampson y Raudenbush, el desorden 
es un factor irrelevante para entender el crimen. Las señales de desorden social 
y físico indican la capacidad de respuesta de los moradores a los problemas co- 
lectivos e influyen en la migración y en la inversión, e incluso en el desempeño 
económico y social de los barrios. Por lo tanto, erradicar el desorden puede 
ayudar a reducir el crimen en forma indirecta, porque afecta a los barrios más 
estables socialmente. 

Desde el punto de vista de los administradores públicos hay todavía otro 
argumento a favor de definir el desorden como un objetivo privilegiado de las 
intervenciones en el área de seguridad. El desorden es importante no solo por 
su papel en el proceso que conduce a la reducción del crimen, sino porque afecta 
otra dimensión muy importante de la vida comunitaria: el miedo al crimen y la 
sensación de inseguridad de los residentes. La relación entre el miedo al crimen 
y los actos de incivilidad en el espacio público es un tema bastante explotado en 
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la criminología, y las evidencias acumuladas indican que las conductas antiso- 
ciales tienen impacto en la percepción del riesgo de victimización y en el miedo 
del crimen por parte de aquellos que son afectados por estas conductas. 

La hipótesis relevante para las políticas de seguridad derivada de esta dis- 
cusión se refiere al hecho de que al atacar el comportamiento antisocial es po- 
sible producir un efecto indirecto importante sobre el crimen. Al movilizarse 
una comunidad para recoger la basura, eliminar grafittis, recuperar la vereda y 
fachadas, se incurre justamente en el refuerzo de los vínculos sociales que están 
en la base de la eficacia colectiva. La movilización puede demostrar para los 
mismos moradores -y para los que observan las intervenciones realizadas- que 
hay allí una comunidad efectivamente capaz de mantener el orden público. Este 
argumento pone en duda la eficacia de intervenciones integralmente basadas en 
la coerción policial al desorden, las cuales pueden llevar a respuestas negativas 
(resistencia y distanciamiento de los asuntos públicos) por parte de los mora- 
dores, lo que, por consiguiente, tiende a producir poco o ningún efecto sobre 
el crimen. 

La principal consecuencia práctica de la importancia del combate al des- 
orden puede ser resumida de la siguiente forma: es necesario tomar en serio el 
papel que las redes y las acciones comunitarias pueden desempeñar en el con- 
trol del crimen, no como un passe-par-tout ideológico contra las intervenciones 
policiales, sino efectivamente como un conjunto de instrumentos directamente 
relacionados con la producción de control social a nivel comunitario. 



8. Balance final 

Es posible resumir algunas de las principales dimensiones de las alternativas de 
política de control y reducción del crimen presentadas hasta aquí. 

La primera dimensión considerada es el tipo de control social que se ejer- 
ce. La distinción entre control social formal e informal establece que el primero 
envuelve la acción de instituciones y organizaciones como el poder judicial y la 
policía, entre otras, mientras que el informal se ejerce por ejemplo, en el ámbito 
de las relaciones sociales que ocurren entre vecinos, familia y amigos. La segun- 
da dimensión se refiere a los mecanismos utilizados por las políticas, los cuales 
fueron divididos según el efecto específico que producen. En este sentido, la 
disuasión e inhabilitación aparecen separados, aunque ambos mecanismos sean 
derivados del mecanismo general de incentivos racionales que operan en el ni- 
vel individual y que son producidos por la ley penal y por el sistema de justicia 
criminal. Aunque los mecanismos psicológicos no hayan sido contemplados en 
la discusión, es importante reconocer que ellos desempeñan un papel relevante 
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en la explicación del comportamiento criminal. Si bien la relación entre auto- 
control y comportamiento criminal (Gottfredson y Hirsh 1 990) tiene una serie 
de implicaciones analíticas importantes, la cuestión presenta una conexión te- 
nue con el proceso de formulación de políticas públicas, y por lo tanto, no fue 
considerado en este análisis. 

La tercera dimensión establece la distinción entre infractor y víctima como 
objetivos de las políticas públicas. Debemos recordar que las víctimas también 
son objeto de políticas públicas volcadas a la contención del crimen, ya que las 
variaciones en el riesgo individual de victimización pueden ser producidas por 
diferentes agentes -además de la misma víctima. Las medidas de carácter públi- 
co o privado pueden alterar factores como el tiempo de exposición de víctimas 
potenciales en locales públicos (cierre de bares después de una cierta hora), la 
proximidad con agresores potenciales (evitando ciertos lugares), la capacidad de 
autoprotección (instalación de un sistema de alarma en casa o en el auto). Estos 
factores tienen un gran impacto en los riesgos individuales de victimización, 
dado que inciden directamente sobre la estructura de oportunidades necesarias 
a la ocurrencia de un crimen (Hindelang et al. 1978; Felson y Clarke 1995; 
Carneiro y Fajnzylber 2000). Aunque buena parte de estas medidas tengan un 
carácter eminentemente privado, fue con base en esa acepción que surgieron 
innovaciones importantes como la «Prevención al crimen por medio del diseño 
ambiental», que ha servido a gobiernos locales y agentes privados en diferentes 
contextos. Todavía existe el problema del comportamiento proactivo de las víc- 
timas en los episodios de victimización. Sampson y Lauritsen (1990), utilizando 
datos del British Crime Survey, informaron que las personas que presentan 
conductas agresivas y criminales aumentan acentuadamente sus probabilida- 
des de victimización. Orpinas (1999) analiza este problema para ciudades de 
América Latina e informa semejante correlación. Mientras tanto, no tenemos 
cómo ofrecer una traducción de estas evidencias en medidas que pueden ser 
adoptadas por gobiernos o por la sociedad. 

La cuarta dimensión se refiere al nivel en que se ejerce el control social. 
Individuos, familias y comunidades son considerados como agentes capaces de 
inducir conformidad con las reglas sociales. La suposición básica es que dado que 
el comportamiento desviante es naturalmente atractivo, puede ser inducido en 
situaciones específicas o puede ser racionalmente escogido cuando el control 
social no funciona adecuadamente en alguno de estos niveles. 

Las políticas discutidas y analizadas en este artículo pueden ser, entonces, 
clasificadas según estas cuatro dimensiones. Ellas permiten explicitar la idea 
que orientó la organización de este capítulo. El control del crimen y de la cri- 
minalidad exige la adopción de un conjunto de medidas -de carácter público 
y privado- que tienen por objetivo ampliar el control social -sobre individuos, 
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familias y comunidad- y así alterar los incentivos al comportamiento desviante. La 
renuncia a una explicación por mecanismos (Elsteer 1994) en el proceso de formu- 
lación de políticas de control del crimen tiene implicaciones directas sobre los 
resultados que pueden ser alcanzados por estas políticas. En una región marca- 
da por altos niveles de desigualdad y pobreza y deficiencias notorias en la pro- 
visión de servicios de salud y educación, por dar algunos ejemplos, es muchas 
veces difícil aceptar que las políticas de seguridad pública tienen una identidad 
propia y que la reducción de las tasas de crímenes no puede ser esperada como 
el subproducto del desarrollo económico o de la mejoría de las condiciones 
sociales. Los mecanismos causales que deben ser accionados por las políticas 
de contención del crimen son específicos y esperamos que la extensa literatura 
que sirvió de base en nuestras discusiones haya sido suficiente para demostrar 
que el núcleo de estas políticas está en el aumento de la capacidad de castigo del 
sistema de justicia criminal y en la ley penal. 

Finalmente, el poder de formulación de políticas de contención del cri- 
men depende del arreglo institucional de cada país. En los estados federativos, 
el control de alguna de las instituciones clave del sistema de justicia criminal 
puede estar en manos del Ejecutivo local o estatal/provincial, y hasta incluso 
el poder de legislar sobre la ley penal puede ser descentralizado. Los agentes 
especializados en prevención primaria y situacional, como los municipios en el 
caso brasileño, pueden desempeñar un papel complementario importante en 
la ejecución de políticas de control del crimen con la adopción de medidas de 
prevención situacional y contextual. 

Hay ciertamente un largo camino por delante, de experimentación y desa- 
rrollo institucional, hasta que podamos llegar a un conjunto de recomendacio- 
nes más específicas sobre cómo los gobiernos de la región pueden efectivamente 
contribuir a la mayor eficacia del sistema de sus respectivos sistemas de justicia 
criminal y también para catalizar las dinámicas sociales que están en la base de 
la provisión del orden público. Lo que esperamos es que en este punto de nues- 
tro artículo el lector esté convencido de que la reducción de las elevadas tasas 
de crímenes de los países de la región exigirá herramientas analíticas adecuadas 
para conducir nuevas «experiencias» y para definir líneas de intervención que 
tengan por base mecanismos causales claramente formulados. 

Para concluir, nos parece importante destacar que el crimen tiene una se- 
rie de efectos negativos sobre la estabilidad institucional y sobre el ambiente 
de negocios en la región, sobre todo en los casos donde se advierte la presencia 
del crimen organizado. El crimen tuvo un efecto perverso sobre la eficiencia 
económica de las comunidades urbanas pobres de Colombia al reducir la inver- 
sión y el nivel de empleo en ellas (Gaviria y Vélez 2002). En Brasil, el 52% de 
los ejecutivos entrevistados en el «World Bank's Investment Climate Survey» 
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señala el crimen como el principal obstáculo a los negocios en el país. Los 
efectos perversos del crimen son, por lo tanto, multidimensionales y sus costos 
consumen una parte significativa de la producción nacional de los países de 
América Latina. Es preciso recordar todavía que la reducción de la expectativa 
de vida, principalmente la que afecta a los sectores etáreos más jóvenes, incide 
directamente en las acciones individuales que pueden generar beneficios de 
largo plazo y costos de corto plazo, como la decisión de invertir en educación 
o ahorrar para el futuro. Esto significa que el aumento de la tasa de homici- 
dios constituye una señal de alerta respecto también al aumento de las tasas 
de descuento del futuro de las generaciones más jóvenes. En otras palabras, en 
sociedades donde el crimen violento es alto, se atribuye un valor más grande a 
lo que se puede tener en el corto plazo en detrimento del beneficio futuro que 
una vida de esfuerzo y moderación podría propiciar. Es frente a este escenario 
que los gobiernos y las sociedades están llamados a actuar. 
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